El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:


Auto  – 12 de julio de 2017 – Remisión para que sea repartida a juzgados municipales
Proceso: 



Tutela – 

Radicación Nro. :
  

66001-22-13-000-2017-00714-00
Accionante:


Eliana Liceth Ortiz Valencia.

Accionado:


Ministerio de Salud y de la Protección Social y la EPS SOS Servicio Occidental de Salud SA..

Magistrado Sustanciador:  

Claudia María Arcila Ríos
Temas: 



VINCULACIÓN APARENTE DEL MINISTERIO – REMISIÓN PARA QUE SEA REPARTIDA A LOS JUECES MUNICIPALES – “Como sustento de tales súplicas, en breve síntesis, expresó que dentro del término que ha estado incapacitada la EPS SOS pagó los primeros 180 días y la AFP Porvenir canceló 360 pero solo hasta el 24 de abril de este año, y por lo tanto, en la actualidad ninguna de esas entidades se hace cargo de dichas prestaciones económicas; la empresa promotora de salud, se negó a acceder a la petición que le elevó en procura de que asumiera tales gastos, porque, según le informó, ello le corresponde a la administradora del fondo de pensiones.     

De lo anterior se advierte que los hechos de la demanda involucran exclusivamente a la EPS SOS y a la AFP Porvenir, y aunque se dirige también contra el Ministerio de Salud y de Protección Social, no hay cómo deducir que por acción u omisión esa entidad haya lesionado los derechos cuya protección reclama la promotora de la acción, quien ni siquiera le ha elevado solicitud alguna ni realizado algún trámite ante él. 

Estima por tanto la Sala que frente al citado Ministerio existe solo una vinculación aparente que no justifica entonces que de la acción constitucional resulte conociendo un funcionario sin competencia para hacerlo.

De acuerdo con lo expuesto, este Tribunal es incompetente para conocer de la acción instaurada; lo es un juzgado municipal, de conformidad con el inciso 3º, numeral 1°, artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, según el cual a esos funcionarios les serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad pública del orden municipal o frente a particulares, categoría esta última de la que participan la empresa promotora de salud demandada y la aseguradora de fondos de pensiones Porvenir.

En consecuencia, se declarará esta Sala incompetente para asumir el conocimiento de la acción de tutela frente a las entidades que realmente deben ser convocadas a este proceso y se ordenará su remisión a la oficina de Administración Judicial local para que proceda a repartir esta acción entre los juzgados municipales.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA


Magistrada: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, julio doce (12) de dos mil diecisiete (2017)


Expediente No. 66001-22-13-000-2017-00714-00

1. La señora Eliana Liceth Ortiz Valencia interpuso acción de tutela contra el Ministerio de Salud y de la Protección Social y la EPS SOS Servicio Occidental de Salud SA.
2. Considera lesionados sus derechos a la salud, la seguridad social, el debido proceso, al trabajo y al mínimo vital. Para su protección, solicita se ordene: a) a la citada EPS reconocer las incapacidades médicas otorgadas y b) vincular al Ministerio de Salud y de la Protección Social para que “mientras se crea la entidad administradora de los recursos de donde saldrá el valor del subsidio por incapacidad, respondan por mi pago”. 
3. Como sustento de tales súplicas, en breve síntesis, expresó que dentro del término que ha estado incapacitada la EPS SOS pagó los primeros 180 días y la AFP Porvenir canceló 360 pero solo hasta el 24 de abril de este año, y por lo tanto, en la actualidad ninguna de esas entidades se hace cargo de dichas prestaciones económicas; la empresa promotora de salud, se negó a acceder a la petición que le elevó en procura de que asumiera tales gastos, porque, según le informó, ello le corresponde a la administradora del fondo de pensiones.     
4. De lo anterior se advierte que los hechos de la demanda involucran exclusivamente a la EPS SOS y a la AFP Porvenir, y aunque se dirige también contra el Ministerio de Salud y de Protección Social, no hay cómo deducir que por acción u omisión esa entidad haya lesionado los derechos cuya protección reclama la promotora de la acción, quien ni siquiera le ha elevado solicitud alguna ni realizado algún trámite ante él. 

5. Estima por tanto la Sala que frente al citado Ministerio existe solo una vinculación aparente que no justifica entonces que de la acción constitucional resulte conociendo un funcionario sin competencia para hacerlo.

6. De acuerdo con lo expuesto, este Tribunal es incompetente para conocer de la acción instaurada; lo es un juzgado municipal, de conformidad con el inciso 3º, numeral 1°, artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, según el cual a esos funcionarios les serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad pública del orden municipal o frente a particulares, categoría esta última de la que participan la empresa promotora de salud demandada y la aseguradora de fondos de pensiones Porvenir.
En consecuencia, se declarará esta Sala incompetente para asumir el conocimiento de la acción de tutela frente a las entidades que realmente deben ser convocadas a este proceso y se ordenará su remisión a la oficina de Administración Judicial local para que proceda a repartir esta acción entre los juzgados municipales.
7. Lo anterior, siguiendo de cerca la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia que en un caso en que se presentó similar situación a la aquí descrita, expresó:
“1.- Aunque la acción fue promovida igualmente contra el Ministerio  de Salud y Protección Social y el Tribunal estimó estar facultado para conocerla en primera instancia, del libelo introductorio, la contestación, las pruebas obrantes en el plenario y la sentencia apelada emerge que el reclamo concierne únicamente a Sanitas E.P.S., pues de aquella se predica la suspensión de los servicios médicos y la negativa de permitir el pago de aportes por salud. 

En torno al Ministerio en mención se produjo una vinculación aparente, puesto que ni intervino en la actuación en entredicho ni ante ella se presentaron solicitudes. Tampoco se anuncian omisiones específicas frente a tal autoridad.

Lo anterior fue corroborado en el informe que rindió en este asunto cuando dijo que «es el ente rector en materia de salud, y le corresponde la formulación y adopción de las políticas, planes generales, programas y proyectos del sector salud y del Sistema General de Seguridad Social en Salud», así como «dictar las normas administrativas, técnicas y científicas de obligatorio cumplimiento para el mismo de donde se deriva que en ningún caso será responsable directo de la prestación de servicios de salud» (folio 54). 
…
2.- Sanitas E.P.S. S.A. es una institución de derecho privado constituida como una sociedad anónima, con personería jurídica, autorizada para administrar los regímenes contributivo y subsidiado del Sistema General de Seguridad Social en Salud  a nivel nacional (folios 47 a 52). 

3.- Por lo anotado, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá no estaba facultado para conocer de la tutela en primera instancia, de conformidad con lo ordenado por el artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, que asignó a los Jueces Civiles Municipales el conocimiento de las acciones constitucionales que se interpongan contra «cualquier autoridad pública del orden Distrital o municipal y contra particulares»”

5. Esta Sala no desconoce el contenido del auto 124 de 2009, proferido por la Corte Constitucional, que impuso como obligación a los funcionarios judiciales avocar el conocimiento de esta clase de acciones y les impide declararse incompetentes cuando de aplicar las reglas de reparto se trata; sin embargo, comparte el criterio de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en relación con la competencia que deben tener los jueces para conocer de las acciones de tutela, el que aún se mantiene
. 
Además, por mandato del artículo 230 de la Constitución Política, los jueces están sometidos al imperio de la ley y por ende, no están obligados por ningún precepto jurídico a acoger, sin posibilidad de crítica ni discernimiento, el criterio plasmado por la Corte Constitucional en el último auto citado, del que respetuosamente esta Sala se aparta, con fundamento en las providencias de la Corte Suprema de Justicia citadas, que encuentran sustento en la normatividad jurídica.

En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

R E S U E L V E

1. Declararse incompetente para conocer de la acción de tutela propuesta por la señora Eliana Liceth Ortiz Valencia contra la EPS SOS Servicio Occidental de Salud SA.
2. Remítanse las diligencias a la oficina de administración judicial de esta ciudad, para que sea repartida entre los jueces municipales.

3. Notifíquese esta decisión al demandante por el medio más eficaz.

Notifíquese y cúmplase, 

La Magistrada,




       CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� Sala de Casación Civil, auto de 4 de abril de 2014, Magistrado Ponente: Fernando Giraldo Gutiérrez, radicado No. 11001-22-03-000-2014-00323-01


� Ver por ejemplo autos del 30 de abril de 2010, MP. Arturo Solarte Rodríguez; del 5 de julio de 2011, MP. Fernando Giraldo Gutiérrez; del 8 de febrero de 2013, MP. Arturo Solarte Rodríguez; del 6 de febrero de 2015, MP. Margarita Cabello Blanco; del 17 de agosto de 2016, MP. Luis Armando Tolosa Villabona y del 4 de mayo de 2017, MP. Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo.
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